CRISIS O CATARSIS
El mayor desafío en el manejo del postconflicto colombiano es que se pierda la perspectiva institucional en su conducción. Ciertos sectores políticos y de opinión tienden a mirar lo que está sucediendo como algo más grave que lo ocurrido en años anteriores cuando el conflicto estaba en su punto más candente. La memoria es traicionera y el olvido o la distancia respecto del pasado alimentan esas visiones apocalípticas sobre lo que estamos conociendo a partir de las declaraciones libres rendidas por los comandantes paramilitares sometidos a la ley de justicia y paz.

Se tiende a omitir que lo que estamos viviendo es una catarsis sobre hechos criminales cometidos en el pasado inmediato y que ello es posible en razón de procesos difíciles e imperfectos, producto de negociaciones entre el estado y los irregulares.

Se está librando un fuerte debate sobre el tema de la verdad, la reparación y la justicia que mal encauzado puede convertirse en obstáculo a la cimentación de la paz y la reconciliación y en estímulo a conductas y actitudes revanchistas. Tomemos el tema de la verdad sobre el que tanto se especula. En situaciones de gran tensión, como la de nuestro país, se precisa establecer los diferentes tipos de verdad que se espera de las versiones libres de los favorecidos por la ley. Por una parte está la verdad jurídica que se refiere a la responsabilidad individual de los victimarios, a la aclaración sobre los hechos, a la ubicación de los cadáveres, a la participación de distintos sectores de la sociedad en el propiciamiento de la violencia irregular. A este respecto, es la Justicia la que está obligada a cotejar, analizar, confrontar, investigar, dirimir y fallar sobre lo que están declarando los comandantes del paramilitarismo. Es crucial que se establezcan tipos de responsabilidad y de participación, gravedad de las conductas. De entrada, una protuberante debilidad del sistema judicial afecta la deseada pronta aplicación de justicia y establecimiento de las verdades, la fiscalía está absolutamente rebasada por la dimensión de la tarea, de cerca de 2800 elegibles apenas se ha recibido la declaración de 40. Supongamos que el gobierno nacional aprueba, como debe hacerlo de modo urgente, el nombramiento de una buena cantidad de fiscales para suplir las deficiencias. Ni siquiera en tal plan se puede esperar un oportuno y ágil procedimiento.  Deberíamos pues convencernos sobre la necesidad de que las autoridades se centren en los procesos más importantes e impactantes para el país y que se dediquen a esclarecerlos lo más íntegramente que se pueda. Pero ahí tenemos un primer atranque, para cualquier gobernante, para cualquier tendencia que esté o llegue al poder: la verdad jurídica en términos absolutos, por la magnitud del problema, parece un imposible.
La segunda noción de verdad es la de verdad histórica. Desde ella se pretende reconstruir, analíticamente, con herramientas, métodos y presupuestos académicos, los fenómenos de violencia en que se vio envuelta la sociedad colombiana en las últimas cuatro décadas. Para el efecto se ha conformado una comisión de gran respetabilidad dirigida por el historiador Gonzalo Sánchez. Pero, es preciso advertir que en este terreno también habrá lugar a varias verdades, o mejor, versiones, pues es un consenso entre los historiadores que el concepto de verdad histórica es de valor relativo porque depende del enfoque y de la concepción de quienes realizan el trabajo de investigación. La interpretación siempre será el producto de una labor subjetiva. La Historia reconoce la existencia de verdades y considera que es factible hallar la verdad de muchos hechos, pero más allá de esa constatación, a la hora de la interpretación del conjunto de factores, circunstancias y motivaciones que estuvieron presentes en el conflicto, surgirán diversas versiones.
Conviene tener en cuenta estas limitaciones para el manejo del postconflicto, pues si el país se deja llevar al campo coyuntural, si pierde la perspectiva de estar al frente de un proceso complejo, podría ser arrastrado por la decepción o por sentimientos capaces de opacar todo lo que hay de positivo en el mismo, como por ejemplo, la evidente reducción de los hechos de violencia.

Los académicos, intelectuales y generadores de opinión, los dirigentes políticos y gremiales, tenemos una responsabilidad enorme en proporcionar a la población, al ciudadano común y corriente, elementos de juicio que sirvan de referente para tratar de comprender mejor todo lo que está sucediendo. No hacerlo hará que prevalezca ese ambiente en el que todo parece perdido, sin rumbo, en que todo es apocalíptico, en el que estamos condenados a lapidarnos con sentimientos erróneos de culpa colectiva, a que se confundan víctimas y victimarios, al show morboso del fulano que dijo, del que se niega, del que no responde, del que no se creía, a que todo se convierta en un galimatías, a que no se jerarquicen los delitos y las responsabilidades y a que en medio del caos, muchos de los que tienen cuentas pendientes eludan sus responsabilidades y se salgan del embrollo por la puerta trasera sin que nos demos cuenta.
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